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AUDIENCIA DE ALEGATOS.
En la ciudad de León, Guanajuato, siendo las 11:00 once horas, del día 04 cuatro de agosto del año 2020 dos mil veinte, fecha y hora señalada para la celebración de la audiencia de alegatos, el Juez Titular del Juzgado Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, Maestro JOSÉ JORGE PÉREZ COLUNGA, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada OFELIA GÓMEZ HERNÁNDEZ, que da fe; declara abierta la audiencia de alegatos, y se lleva a cabo, sin la asistencia de las partes, por lo que no habiendo pruebas por desahogar, con fundamento en el artículo 287 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en esta audiencia se procede a emitir la sentencia que en derecho corresponde, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos. 

R E S U L T A N D O:

Presentación de la demanda.
PRIMERO.- El día 06 seis de noviembre del año 2019 dos mil diecinueve, la persona moral (…), presentó la demanda en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Admisión de la demanda y pruebas.

SEGUNDO.- Por auto de fecha 11 de noviembre del año 2019 dos mil diecinueve, a la parte actora se le admitió a trámite la demanda y las pruebas documentales  ofrecidas en su demanda, las que por su especial naturaleza se desahogaron  en ese momento procesal, y la presunción legal  y humana en lo que le beneficie; por lo que hace a la confesión expresa y tácita, en su momento se determinaría su existencia y en su caso su valoración; asimismo, se admitió la prueba de informe a cargo de la autoridad demandada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se rinde informe.


TERCERO.- El 09 nueve  de diciembre del año 2019 dos mil diecinueve, la Directora de Impuestos Inmobiliarios demandada presentó promoción; y, por auto de fecha 11 once del mismo mes y año, se le tuvo por rindiendo la prueba de informe que le fuera aceptada a la parte actora. . . . . .  . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Contestación de la demanda y admisión de pruebas.

CUARTO.- El día 11 once de diciembre del año 2019 dos mil diecinueve, las autoridades demandadas presentaron por separado la contestación a la demanda incoada en su contra; y, por auto del día 17 diecisiete de ese mismo mes y año, se tuvo a la Directora de Impuestos Inmobiliarios y Directora de Catastro, por contestando la demanda  en tiempo y forma, y se  les admitieron  las pruebas documentales aceptadas a la parte actora, en el auto de radicación, y la presunción legal y humana en lo que le beneficie; y previo a acordar sobre las documentales ofrecidas en los puntos 2 dos y 3 tres, se les requirió para que en el término de 05 cinco días hábiles las exhiban en los términos que las ofrecen, apercibiéndole que en caso de incumplimiento, se les tendrían por no admitidas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Se hace efectivo apercibimiento.

QUINTO.-  El 14 catorce de enero del año 2020 dos mil veinte, la autorizada de las autoridades demandadas presentó promoción para dar cumplimiento; y por acuerdo del día 29 veintinueve de ese mismo mes y año, se tuvo a las demandas por no dando cumplimiento al requerimiento formulado en autos, por lo que se les tuvo por no admitidas las documentales ofrecidas en los puntos 2 dos y 3 tres de sus escritos de contestación; además se fijó fecha y hora para celebrar  audiencia de alegatos,  sin que fuera posible llevarla a cabo, y mediante acuerdo del día 20 veinte de julio del año en curso, se señaló la nueva fecha de audiencia, en la que se emite la sentencia que en derecho corresponde. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

C O N S I D E R A N D O:

Competencia de este Juzgado.
PRIMERO.- Que conforme a lo previsto por los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso administrativo, por impugnarse  actos imputados a la Directora de Impuestos Inmobiliarios y Directora de Catastro, ambas del Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Personalidad jurídica del representante de la parte actora.

SEGUNDO.- Que por cuestiones de ORDEN PÚBLICO y por tratarse de un presupuesto procesal, de oficio se estudia la personalidad jurídica que ostenta el ciudadano (…), de Apoderado General para Pleitos y Cobranzas y Actos de Administración, de la persona moral (…), personalidad jurídica que en términos del artículo 252 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios del Estado de Guanajuato,  se encuentra acreditada (…). . . . . . . . . . 

Existencia del acto impugnado.
TERCERO.-Del análisis integral de la demanda y sus anexos; la  parte actora impugna: a).- El avalúo de fecha 27 veintisiete de junio del año 2018 dos mil dieciocho, que fijó un valor fiscal de $117,848,560.18 (Ciento diecisiete millones ochocientos cuarenta y ocho mil quinientos sesenta pesos 18/100 Moneda Nacional); y, b).- La determinación del crédito fiscal para el ejercicio fiscal 2019 dos mil diecinueve, por concepto por la cantidad total de $124,041.20 (Ciento veinticuatro mil cuarenta y un pesos 20/100 Moneda Nacional), integrado por los conceptos  de: impuesto predial del primer al sexto bimestre del año 2019 dos mil diecinueve;  recargos de impuesto predial; y, derechos de practica de avalúo; todo ello respecto al inmueble ubicado en  Boulevard Adolfo López Mateos número 3423 tres mil cuatrocientos veintitrés, Fraccionamiento Industrial Julián de Obregón de esta ciudad, cuenta predial 02E001244002; actos cuya existencia se encuentran acreditados en el proceso, con el original del oficio TML/DGI/18794/19, de fecha 25 veinticinco de septiembre del año 2019 dos mil diecinueve. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causales de improcedencia.

CUARTO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de 

Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La Directora de Impuestos Inmobiliarios en su contestación no hace valer causales de improcedencia; en tanto que la Directora de Catastro en su contestación aducen que se actualizan las causales de improcedencia previstas en las fracciones IV y VI del citado artículo 261; toda vez que al actor le fue notificado el avalúo controvertido en fecha 11 once de octubre del año 2018 dos mil dieciocho, por lo que a la fecha de la interposición de la demanda, existió consentimiento tácito;  además  niega haber ordenado, dictado o ejecutado el acto que se le atribuye. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Para este resolutor es  INFUNDADA  la causal de improcedencia que decreta el proceso, respecto al consentimiento tácito. . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Lo anterior es así, ya que si bien, la Directora de Catastro demandada señaló que en fecha 11 once de octubre del año 2018 dos mil dieciocho, le fue notificado a la parte actora el avalúo de fecha 27 veintisiete de junio de ese mismo año, lo es también que su dicho carece de sustento, toda vez que, durante la secuela procesal, las autoridades demandadas fueron omisas en exhibir las respectivas constancias de notificación del referido avalúo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
No es óbice a lo anterior,  señalar que las demandadas en el punto número 03 tres, de su capitulo de prueba de sus contestaciones,  ambas ofrecieron la documental consistente en copia certificada de las constancias de notificación del avalúo fiscal de fecha 27 veintisiete de junio del año 2018 dos mil dieciocho, lo es también, que mediante proveído de fecha  29 veintinueve de enero del año 2020 dos mil veinte, previo requerimiento en tanto que exhibieron copia del avalúo con folio 1806274539938 y las copias certificadas que ofrecieron como prueba de su parte se refieren a un avalúo diverso con folio 180627453993,  motivos por lo que en  el citado auto,  se les tuvo por no admitidas dichas constancias de notificación en los términos en que fueron ofrecidas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . .
Así, al no haber quedado acreditado durante la secuela procesal que la parte actora le fue notificado en fecha 11 once de octubre del año 2018 dos mil dieciocho, el avalúo controvertido, de este modo, subsiste como verdad legal el dicho de quien demanda, respecto de que el avalúo de fecha 27 veintisiete de junio del año 2018 dos mil dieciocho y que controvierte, tuvo conocimiento en fecha 26 veintiséis de septiembre del año 2019 dos mil diecinueve; por tanto, si la demanda se recibió en la Oficialía de Partes Común de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato, el día 06 seis de noviembre del año 2019 dos mil diecinueve, tal y como consta al reverso de la primer hoja útil de la demanda, entonces, esta se presentó  en el vigésimo noveno día del término de treinta días que establece el artículo 263 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Por lo que respecta a la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del citado artículo 261, para este resolutor es FUNDADA  esa causal para decretar el sobreseimiento del proceso respecto de la DIRECTORA DE CATASTRO. . . . . . . 
En principio cabe señalar que, la parte actora en su escrito de demanda señaló como autoridad demandada a la Dirección de Catastro, aduciendo que a dicha autoridad le correspondería la legal y necesaria practica del avalúo fiscal correspondiente, conforme a lo establecido en el artículo 56, fracción I, del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato; en tanto que, la Directora de Catastro demandada niega haber emitido lo inherente a la práctica del avalúo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De este modo, de la revisión que se hace a las autos que integran este proceso, no se advierte que la Directora de Catastro demandada haya ordenado, ejecutado o tratado de ejecutar acto alguno respecto a la emisión del avalúo de fecha 27 veintisiete de junio del año 2018 dos mil dieciocho; amén, que de la revisión que se hace a la resolución contenida en el oficio TML/DGI/18794/19, de fecha 25 veinticinco de septiembre del año 2019 dos mil diecinueve, en lo que nos ocupa se desprende que, se determinó el impuesto predial para el año 2019 dos mil aplicando el valor fiscal que arrojó el avalúo referido,  sin embargo, no se hace alusión o dato alguno de identificación de la autoridad que ordenó en principio la práctica del avalúo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, quien demanda atribuye la emisión de actos tendentes al avalúo controvertido, partiendo como presunción legal, que de acuerdo al artículo 56, fracción I del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, a la Dirección de Catastro le corresponde la práctica del avalúo fiscal controvertido; empero atendiendo al citado artículo 56 de ese reglamento que se encontraba vigente al momento de la emisión del avaluó controvertido, esto es, al Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, publicado en el Periódico  Oficial del Gobierno del Estado de Guanajuato, en fecha 04 cuatro de noviembre del año 2016 dos mil dieciséis, de su contenido integral no se advierte atribución alguna por parte de la Dirección de Catastro de emitir ordenes de valuación, practicar los mismos ni mucho menos de autorizarlos; amén que el la fracción I, que refiere quien demanda establece como atribución, la de actualizar el padrón catastral municipal, situación que desestima la presunción  señalada por el justiciable, dado que de acuerdo al referido artículo, la Dirección de Catastro no cuenta con atribuciones inherente al procedimiento de valuación. . . . . . 

En ese contexto, al no haber quedado acreditado durante la secuela procesal acto alguno ordenado, ejecutado o tratado de ejecutar relativo al avalúo de fecha 27 veintisiete de junio del año 2018 dos mil dieciocho, por parte de la Directora de Catastro, acorde al artículo 262, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, lo precedente es decretar el SOBRESEIMIENTO  del proceso, únicamente en cuanto hace a la DIRECTORA DE CATASTRO demandada. . . . . . . 
Estimando que, de autos se advierte que no se actualiza ninguna otra causal de las previstas en el citado artículo 261, por lo tanto, se procede en el siguiente considerando al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en el escrito de demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Análisis de los conceptos de impugnación.
QUINTO.  La parte actora en el tercer hecho de su escrito de demanda señaló que, la base gravable para el cobro el impuesto predial del ejercicio fiscal 2019 dos mil diecinueve, respecto del inmueble de su propiedad, fue determinado mediante avalúo de fecha 27 veintisiete de junio del año 2018 dos mil dieciocho, sin que hasta el momento le haya sido notificado ese avalúo, mucho menos el procedimiento de valuación; en tanto que el primer concepto de impugnación, refiere en lo toral, que de conformidad con lo establecido en el segundo párrafo del artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, en relación con el artículo 137, fracción VI del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; todo acto de autoridad debe estar debidamente fundado y motivado, y hacer del conocimiento del particular el referido acto; contrario a ello, la demandada omitió cumplir con la obligación de darle a conocer los hechos y fundamentos y procedimientos de la modificación del valor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por su parte, la Directora de Impuestos Inmobiliarios en su contestación, respecto de su agravio, señaló que el avaluó de fecha 27 veintisiete de junio del año 2018 dos mil dieciocho, fue notificado por el día 11 once de octubre de ese mismo año; que dicho avalúo fue elaborado con motivo de una terminación de obra, presentado por la actora en fecha 24 veinticuatro de abril del año 2018 dos mil dieciocho, a través de aviso con número de control ATO/46-8909/2018. . . . . . . . . . . 
Para este Juzgador es FUNDADO este concepto de impugnación, en atención a las siguientes consideraciones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . 
Cabe precisar que el procedimiento de valuación de un inmueble se conforma por las etapas formales, previstas en los artículos 176 y 177, acápite primero, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, numerales que disponen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo   176.-   La   práctica   de   todo  avalúo  deberá  ser  ordenada  por  la  Tesorería Municipal por escrito en los casos que esta Ley establece y será practicada por los peritos que se designen para este efecto.

Los resultados del avalúo y la determinación del impuesto deberán notificarse al contribuyente, quien tendrá un plazo de treinta días para realizar las aclaraciones que considere pertinentes. 

La valuación se hará separadamente para el terreno y para las construcciones y se formulará en las formas oficiales expedidas para tales efectos, aplicando los valores unitarios del suelo y construcciones que establece anualmente la Ley de Ingresos para los Municipios del Estado.” 

“Artículo 177.- En la práctica de los avalúos a que se refiere la fracción II del artículo 162 de esta Ley, los peritos deberán presentarse en hora y día hábiles y se identificarán con la documentación correspondiente, en el inmueble que deba ser objeto de la valuación y mostrarán a los ocupantes la orden respectiva.

Si los ocupantes se opusieran en cualquier forma a la inspección del perito designado para efectuar la valuación, éste lo hará constar en acta circunstanciada firmada por él y dos testigos e informará esa situación a la Tesorería Municipal para que se apliquen las sanciones correspondientes.

En estos casos la valuación se hará con base en los elementos de que se disponga.” (Lo subrayado y remarcado  no es de origen)

De los artículos reseñados,  se establecen las formalidades para la práctica de avalúos y constriñen al Tesorero Municipal, de manera previa, a la emisión del avalúo de un inmueble, a cumplir con los pasos formales siguientes: 1.- Emitir una orden escrita debidamente fundada y motivada; 2.- Designar en dicha orden al perito o peritos para la práctica del avalúo; 3.- Emitir la notificación de los resultados del avalúo y el monto del impuesto; 4.- Conceder un plazo de 30 treinta días, al contribuyente para que formule aclaraciones; 5.- Valuar por separado el terreno y las construcciones; 6.- Elaborar el avalúo en las formas oficiales correspondientes; 7.- Aplicar valores unitarios del suelo y de las construcciones conforme lo establece la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el ejercicio fiscal correspondiente; y 8.- Practicar la visita física por parte del perito en hora y día hábiles al inmueble objeto de la valuación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Ahora bien, la parte actora en esencia, niega  haber recibido notificación alguna de la orden de valuación así como del  nuevo avalúo relacionado  con su propiedad y, que determinó un valor fiscal de $117,848,560.18 (Ciento diecisiete mil millones ochocientos cuarenta y ocho mil quinientos sesenta pesos 18/100 Moneda Nacional), de ahí resulta, que de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 47 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, dicha negativa constriñe a la autoridad demandada a demostrar que se emitió la orden de valuación y que se la dio a conocer al propietario del inmueble materia de la valuación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, la Directora de Impuestos Inmobiliarios no aportó al presente, medios de prueba para demostrar  la existencia de la orden de valuación así como que a la parte actora haya tenido conocimiento de la misma antes de  la emisión del avaluó, mucho menos la notificación del referido avalúo combatido al haberse ofrecido copias certificadas de un folio diverso; mismas mediante proveído de fecha 29 veintinueve de enero del año 2020 dos mil veinte, previo requerimiento,  no le fueron admitidas en los términos que fueron ofrecidas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
No pasa inadvertido el hecho de que, la Directora de Impuestos Inmobiliarios demandada señalara que el avalúo fue elaborado con motivo de una terminación de obra, presentada por el justiciable, en fecha 24 veinticuatro de abril del año 2018 dos mil dieciocho, a través del aviso de control número ATO/46-8909/2018; sin embargo, en principio su dicho se encuentra sin sustento, dado que omitió aportar como prueba el mencionado aviso de control, en el cual se advirtiera el hecho de que la actora que presentó el mencionado avalúo ante la autoridad hacendaria municipal; ello a efecto de acreditar el conocimiento de quien demanda del valor fiscal que controvierte. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Enlazado a lo anterior, es importante señalar que la fracción II del artículo 166 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, impone la obligación del sujeto pasivo del impuesto predial de manifestar ante la Tesorería Municipal, la terminación de nuevas construcciones, reconstrucciones o ampliaciones a las existentes; empero, esa cuestión no implica o exime a la autoridad fiscal de  no agotar las formalidades previstas en ley para el procedimiento de valuación de un inmueble, dado que el artículo 172 de la mencionada Ley de Hacienda, establece que, ante la terminación de obra, reconstrucción o ampliación, se ordenara la valuación del inmueble para determinar la base gravable el impuesto predial; artículos que rezan lo conducente: 
“Artículo 166. Los sujetos de este impuesto están obligados a manifestar a la Tesorería Municipal correspondiente: 

… 

II. La terminación de nuevas construcciones, reconstrucciones o la ampliación de construcciones ya existentes;… 

Artículo 172. En el caso de terminación de construcción, reconstrucción o ampliación, se ordenará la valuación, para fijar la base gravable del inmueble, la cual entrará en vigor a partir del bimestre siguiente a la fecha en que se hubiere notificado al contribuyente los resultados del avalúo y la determinación del impuesto correspondiente, en tanto, se tributará provisionalmente con base en el valor estimado por el propietario del inmueble.”. . . . . .  . . . .  . 

De lo anterior se colige que, ante el aviso o manifestación de una terminación de obra por parte del sujeto pasivo del impuesto predial ante la Tesorería Municipal, esta última ordenará la practica del avalúo para determinar el impuesto predial,  reiterando que atentos al acápite primero, del artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios, toda práctica de avalúo será ordenada por la referida autoridad fiscal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
 Bajo ese contexto, no está demostrado en autos el cumplimiento de las formalidades exigida por los artículos 172, 176 párrafo primero y 177 párrafo primero de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, toda vez que no obra en autos la orden de valuación ni la constancia de notificación de la misma, así como del propio avalúo; por lo que previamente a la práctica del avalúo impugnado, no se dio a conocer al contribuyente de forma personal dicho mandamiento antes de la elaboración del avalúo de fecha 27 veintisiete de junio del año 2018 dos mil dieciocho. De ahí, resulta evidente que, en la especie, no se respetaron las formalidades del procedimiento de valuación exigidas por los citados numerales, por ende, se afecta gravemente la esfera jurídica del impetrante del proceso al dejarse en evidente estado de indefensión, al desconocer el origen que motivo la presente valuación de que fue objeto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Resulta ilustrativo al caso que nos ocupa el criterio del  TJA-GTO 2000-2010, visible al rubro:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“19.NEGATIVA LISA Y LLANA. CONSECUENCIAS DE LA.- El artículo 47 de Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato dispone que los actos y resoluciones de las autoridades se presumirán legales, pero éstas deberán probar los hechos que los motiven, cuando el afectado los niegue lisa y llanamente, a menos que esa negativa implique la afirmación de otro hecho. En este supuesto, si el particular niega lisa y llanamente la existencia de la orden de visita, así como el desahogo del procedimiento 335 de inspección, corresponde a la autoridad exhibir los documentos que acreditan la existencia de dichos actos, a fin de que el afectado tenga oportunidad de combatirlos en una eventual ampliación de la demanda. (Expediente 219/3ª Sala/2010. Sentencia de fecha 10 diez de mayo de 2010 dos mil diez. Actor: Martha Leticia Aguirre Vaca.)”. . . . . .
Por ende, se vulnera en perjuicio de quien demanda lo previsto  en los artículos 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 137, fracción VIII, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; y, 172, 176 párrafo primero y 177, acápite primero, de la aludida Ley de Hacienda, circunstancia irregular que afecta de manera directa e inmediata el derecho al debido procedimiento, afectando con el proceder de la demandada la esfera jurídica del demandante consistente a la legalidad y seguridad jurídica, en consecuencia, con fundamento en lo establecido en el artículo 300, fracción II, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, lo procedente es declarar  la NULIDAD TOTAL del avalúo de fecha 27 veintisiete de junio del año 2018 dos mil dieciocho, que fijó el valor fiscal por la cantidad de  $117,848,560.18 (Ciento diecisiete mil millones ochocientos cuarenta y ocho mil quinientos sesenta pesos 18/100 Moneda Nacional), respecto al inmueble ubicado en Boulevard Adolfo López Mateos 3423 tres mil cuatrocientos veintitrés, Fraccionamiento Industrial Julián de Obregón de esta ciudad, cuenta predial 02E001244002; así como de sus actos consecuentes, como lo es el oficio TML/DGI/18794/19, de fecha 25 veinticinco de septiembre del año 2019 dos mil diecinueve, emitido por la Directora de Impuestos Inmobiliarios y que contiene la determinación del crédito fiscal por concepto de impuesto predial, por la cantidad total de $124,041.20 (Ciento veinticuatro mil cuarenta y un peso 20/100 Moneda Nacional);  en razón que dicho crédito fiscal  es fruto de un acto viciado de origen, ello al haberse determinado el impuesto predial para el año 2019 dos mil diecinueve, tomando como base el valor fiscal  que determinó el avalúo declarado nulo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Respecto, a la nulidad del  acto consecuencia del avalúo, resulta ilustrativo como criterio orientador el sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el rubro: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los  tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal.”  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Asimismo, la parte actora señaló en su demanda como pretensiones de acuerdo a la fracción II del artículo 255 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato,   el reconocimiento del derecho a efecto de que el valor fiscal que se tome en consideración para la determinación del impuesto predial 2019, sea el que previamente tenía registrado el inmueble de su propiedad antes del valor fiscal controvertido, esto es, el valor de $92,173,820.10 (Noventa y dos millones ciento setenta y tres mil ochocientos veinte pesos 10/100 Moneda Nacional); y una vez determinado el impuesto, se realice la devolución del saldo a favor que resulte. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Pretensión que resulta  fundada  en merito de lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . 
Ante la declaración de nulidad de los actos impugnados y estimando que de acuerdo a lo señalado por el artículo 143, párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, esa declaración de nulidad produce efectos retroactivos, esto es, vuelve las cosas al estado en que se encontraban antes de la violación; en el proceso el Juzgador se encuentra constreñido a restituir al actor en el pleno goce de sus derechos vulnerados con la emisión de los actos impugnados, es decir, a declarar en la sentencia el restablecimiento de la situación que prevalecía antes de la violación, ya que este acto jurisdiccional por su naturaleza, es el instrumento jurídico para restituir al gobernado en el pleno goce de sus derechos subjetivos administrativos violados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En tal virtud, con fundamento en el artículo 300, fracciones V y VI del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato,  se reconoce al actor el derecho amparado por el párrafo tercero del artículo 168 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, el que consiste, en que en tanto se práctica el nuevo avalúo que actualizará el valor fiscal del inmueble que nos ocupa, la base del impuesto predial seguirá siendo el  valor fiscal que tenía registrado con anterioridad al valor fiscal declarado nulo, y el cual aplicará a partir de los respectivos ejercicios fiscales correspondientes a partir ; por tanto, al no haberse acreditado la notificación del avalúo que fija el valor que constituye la base gravable del impuesto predial, entonces, lo apegado a derecho, conforme al numeral en comento, es que la autoridad fiscal competente proceda a determinar y liquidar el impuesto predial por los periodos ya sean bimestrales o anuales que se deban pagar, aplicando como base del impuesto predial el valor fiscal anteriormente registrado al impugnado en este proceso.  . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De este modo, en principio se encuentra acreditado en autos,  con el recibo oficial de pago AA 7484442, de fecha 09 nueve de febrero del año 2018 dos mil dieciocho, que el anterior fiscal al declarado nulo, es la cantidad de $92,173,820.10 (Noventa y dos millones ciento setenta y tres mil ochocientos veinte pesos 10/100 Moneda Nacional); por otro lado, obra también en autos, el recibo oficial de pago AA 8912287, de fecha 30 treinta de septiembre del año 2019 dos mil diecinueve, documento en el cual se acredita que quien demanda cubrió el crédito fiscal por la cantidad total de $124,041.20 (Ciento veinticuatro mil cuarenta y un pesos 20/100 Moneda Nacional), integrado por los conceptos de impuesto predial del primer bimestre al sexto bimestre del año 2019 dos mil diecinueve; recargos de predial del primer bimestre al cuarto bimestre del año 2019 dos mil diecinueve; y, honorario de avalúo del quinto bimestre del año 2018 dos mil dieciocho. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
En ese contexto,  lo apegado a derecho, es que la autoridad fiscal demandada proceda a determinar y liquidar el impuesto predial correspondiente al año 2019 dos mil diecinueve, aplicando como base del impuesto predial el valor fiscal anteriormente registrado a los impugnados en este proceso, esto es, el valor fiscal de $92,173,820.10 (Noventa y dos millones ciento setenta y tres mil ochocientos veinte pesos 10/100 Moneda Nacional); y en caso de existir diferencias a favor de la parte actora respecto a la cantidad de $49,024.98 (Cuarenta nueve mil veinticuatro pesos 98/100 Moneda Nacional), que cubrió  por concepto de impuesto predial del primer al sexto bimestre del año 2019 dos mil diecinueve, y que se encuentra reflejada en el recibo oficial de pago AA 8912287,  realice las gestiones necesarias ante la Dirección General de Ingresos de la Tesorería Municipal o dependencia competente, para que se le haga al actor su devolución y, en su caso, realice las diligencias indispensables para cumplir con este fallo. Lo anterior deberá realizarse dentro de los 15 quince días hábiles, contados a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que declare ejecutoriado este fallo, debiendo informar a este Órgano de Control de Legalidad, el cumplimiento dado y exhibir las constancias relativas al mismo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
También, quien demanda solicitó como pretensión la devolución de las cantidades que erogó al fisco municipal por conceptos de recargos y derechos por práctica de avalúo. Pretensión que se analizará en conjunto con el segundo y cuarto concepto de impugnación, en razón de que los mismos, tienden a combatir vicios propios de la determinación de crédito combatido,  y los cuales inciden en dicha pretensión,  ya que tienden a cuestionar el hecho que genera la  obligación  de pago de tales conceptos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Así, la parte refiere en lo toral en el segundo concepto de impugnación que,  la determinación y liquidación de recargos formulada en el oficio controvertido, contraviene los artículos 45 y 49 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado  Guanajuato, dado que el impuesto predial para el ejercicio fiscal del año 2019 dos mil diecinueve, fue determinado mediante el oficio TML/DGI/18794/19, de fecha 25 veinticinco de septiembre del año 2019 dos mil diecinueve y notificado el 26 veintiséis de ese mismo mes y año, resultando ilegal que la demandada intente cobrar recargos sobre un crédito que se determinó el 25 de septiembre del año 2019 dos mil diecinueve y el cual se enteró el 30 treinta de ese mimo mes y año, ello sin que transcurrieran los 15 días; por su parte, en el cuarto concepto de impugnación, refiere en lo  medular que, es ilegal el cobro de derecho de honorarios al tener como base un avalúo que a la fecha no ha sido legalmente notificado y que al ser procedente la nulidad del cambio del valor fiscal, deberá declararse también nulo su cobro. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por su parte, al Directora de Impuesto Inmobiliarios en su contestación, en lo toral refirió sobre esos agravios que, es correcta la determinación de recargos  realizada por esa autoridad, toda vez que la actora no realizó el pago del impuesto predial dentro del plazo previsto en el artículo 165 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, pues esta acreditado que el entero lo realizó el 30 treinta de septiembre del año 2019 dos mil diecinueve, en consecuencia se generaron recargos en concepto de indemnización del fisco. Invoca par ello la Tesis al rubro: “AMPARO CONTRA LEYES, LA AUTOLIQUIDACIÓN DE UN TRIBUTO NO ES ACTO DE APLICACIÓN IM´PUTABLE A LAS AUTORIDADES EJECUTORAS” y “AMPARO CONTRA LEYES. LA AUTOLIQUIDACIÓN DE UNA CONTRIBUCIÓN NO ES UN ACTO IMPUTABLE A LAS AUTORIDADES EJECUTORAS, AUNQUE SI CONSTITUYE UN ACTO DE APLICACIÓN DE LA LEY APARTIR DEL CUAL EMPIEZA A CORRER EL PLAZO PARA PROMOVER EL AMPARO”;   además sostiene en que se efectuó el avalúo controvertido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Para este Juzgador, son  FUNDADOS  esos conceptos de impugnación y por tanto,  procedente  las pretensiones analizadas, en mérito de lo siguiente: . . .  .
 De la revisión que se hace al oficio TML/DGI/18794/19, en principio se observa que en la fecha de su emisión, esto es 25 veinticinco de septiembre del año 2019 dos mil diecinueve, la autoridad demandada determinó el crédito fiscal del impuesto predial para el año 2019 dos mil diecinueve, respecto del inmueble vinculado a la cuenta predial 02E001244002; por otro lado,  en la cuarta  y quinta hoja que lo conforman, la autoridad demanda determinó en dicho crédito los conceptos de recargos del impuesto predial a partir del primer bimestre al cuarto bimestre del año 2019 dos mil diecinueve, por la cantidad total de $1,846.60 (Mil ochocientos cuarenta y seis pesos 60/100 Moneda Nacional); así como  la cantidad de $73,169.62 (Setenta y tres mil ciento sesenta y nueve peso 62/100 Moneda nacional), por concepto de derechos por práctica de avalúo catastral de fecha 27 veintisiete de junio del año 2018 dos mil dieciocho; cantidades que fueron cubiertas por quien demanda, tal y como se acredita en autos con el recibo oficial de pago AA 8912287, de fecha 30 treinta de septiembre del año 2019 dos mil diecinueve. . . . . . 
Así pues, la parte actora aduce en esencia que,  no se dieron los hechos generadores de los conceptos de recargos y derechos por práctica para avalúo; en tanto que la demanda, sostiene lo contrario . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

En ese contexto, es menester transcribir lo que establecen los artículos 39, fracciones I, II y III,  44,  45, acápite primero;  49, párrafo primero,  165 y 176, párrafo segundo,  todos ellos de la Ley de hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, numerales que rezan: . . . . . . . . .  . . . . . .  . . . .  . . . . .  . . . . .  . . .  .
“Artículo 39. Las facultades de las autoridades fiscales para determinar la existencia de obligaciones fiscales, señalar las bases de su liquidación o fijarlas en cantidad líquida, para imponer sanciones por infracciones a las disposiciones fiscales, así como las facultades de verificar el cumplimiento de dichas disposiciones, se extinguen en el término de cinco años, no sujeto a interrupción ni suspensión. Dicho término empezará a correr a partir: 
I. Del día siguiente al en que se hubiere vencido el plazo establecido por las disposiciones fiscales para presentar declaraciones, manifestaciones y avisos; 
II. Del día siguiente al en que se produjo el hecho generador del crédito fiscal, si no existiera obligación de presentar declaraciones, manifestaciones o avisos; y 
III. Del día siguiente al en que se hubiere cometido la infracción a las disposiciones fiscales, pero si la infracción fuere de carácter continuo, el término correrá a partir del día siguiente al en que hubiere cesado.
….

Artículo 44. El crédito fiscal es la obligación determinada en cantidad líquida conforme a las disposiciones vigentes en el momento de su nacimiento, siéndole aplicables las normas sobre procedimientos que se expidan con posterioridad, para efectos de su pago voluntario o del requerimiento del mismo en los términos de Ley.
 Artículo 45. El crédito fiscal debe pagarse en la fecha o dentro del plazo señalado en las disposiciones respectivas. A falta de disposición expresa, deberá pagarse dentro de los quince días siguientes al nacimiento de la obligación fiscal o de la fecha en que haya surtido efectos la notificación del mismo.

…

Artículo 49. Cuando no se pague un crédito fiscal en la fecha o dentro del plazo señalado en las disposiciones respectivas, deberán cubrirse recargos en concepto de indemnización a la Tesorería Municipal por falta de pago oportuno, conforme a la tasa que señale anualmente la ley de ingresos para cada Municipio

…
Artículo 165. Este impuesto deberá cubrirse por anualidad en una sola exhibición durante el primer bimestre del año, o bien por bimestre dentro del primer mes que corresponda, a elección del contribuyente, hecha excepción de las cuotas mínimas a que se refiere la ley de ingresos para cada Municipio, las cuales deberán cubrirse por anualidad durante el primer bimestre.
Artículo 176….. 

 Los resultados del avalúo y la determinación del impuesto deberán notificarse al contribuyente, quien tendrá un plazo de treinta días para realizar las aclaraciones que considere pertinentes. “ . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De lo anterior transcrito, se tiene que el crédito constituye la obligación determinada en cantidad liquidada conforme a las disposiciones vigentes al momento de su nacimiento;  la cual deberá cubrirse dentro en la fecha o plazo señalado en las disposiciones respectiva; a falta de disposición expresa, dentro de los siguientes quince días siguientes a al nacimiento de la obligación fiscal o fecha en que haya surtido efectos la notificación de la misma. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De este modo, en el caso que nos ocupa, la demandada sostiene que los recargos se originaron en razón de que el impuesto predial no fue cubierto dentro del plazo establecido en el artículo 165 de la mencionada Ley de Hacienda, esto es, durante el primer bimestre del año si se cubre en una solo exhibición o dentro del primer mes de cada bimestre; sin embargo, su argumento resulta infundado, toda vez que, del contenido  de los artículos que establecen y regulan lo concerniente al impuesto predial, es decir, de los numerales  161 al 178 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, en los mismos, no se prevé que el pago de esa obligación, deba hacerse por parte del contribuyente mediante declaración que se presente ante  la autoridad hacendaria municipal, de acuerdo a  las formas oficiales autorizadas que expida para tal efecto, esto es, no se señala la obligación a cargo del contribuyente de que, éste sea quien se autodetermine el impuesto, de ahí que, incluso resulten inaplicables al caso concreto las tesis invocadas por la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En ese tenor, si bien el artículo 165 de la Ley de Hacienda mencionada, señala el plazo en que se debe de cubrir la contribución, lo es también que ese aspecto es correlativo, es decir,  su cumplimiento depende  previamente de la obligación de la autoridad hacendaria de determinar y liquidar la obligación fiscal -crédito fiscal-, dándosela a conocer oportunamente al contribuyente, para que este pueda cumplir oportunamente con dicha obligación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Aunado a lo anterior,  en el presente caso es de resaltar que,  la demandada no acreditó durante la secuela procesal que se respetaron los formalidades establecidas para la práctica de valuación de un inmueble,  entre ellas, la establecida en el acápite segundo del artículo 176 de multicitada Ley de Hacienda, esto es, que se dio a conocer al justiciable los resultados del avalúo y la determinación del impuesto; entonces, a efecto de justificar que no se cubrió el crédito fiscal dentro los plazos señalados en el artículo 165 de la Ley de Hacienda en comento,  y en consecuencia determinar recargos, es menester quedar acreditado que, el impetrante tuvo conocimiento oportunamente de la determinación del impuesto predial para el ejercicio fiscal 2019 dos mil diecinueve,  circunstancia que se reitera no quedó probada en el  proceso, toda vez que la demandada no demostró que en fecha 11 once de octubre del año 2018 dos mil dieciocho, notificó al justiciable el avalúo de fecha 27 veintisiete de junio de ese mismo año así como la determinación del impuesto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Entonces, si en fecha 25 veinticinco de septiembre del año 2019 dos mil diecinueve,  la autoridad demandada determinó el crédito fiscal por concepto de impuesto predial para ese año,  resulta ilegal que en ese crédito se determinaran recargos sobre el tributo correspondientes del primer al cuarto bimestre de ese ejercicio fiscal, toda vez que si la contribución no se cubrió en el plazo señalado en el referido artículo 165, no fue por causa imputable al actor, sino por omisión de la autoridad de no darle a conocer oportunamente la obligación determinada en cantidad liquida; de este modo, no se surtió la hipótesis prevista en el artículo 49 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . .  

Por lo que respecta a la determinación de exigir en el crédito fiscal controvertido,  la cantidad de $73,169.62 (Setenta y tres mil ciento sesenta y nueve pesos 62/100 Moneda Nacional), por concepto  de pago de derechos por práctica de avalúo, y cuyo origen asienta la demanda es el avalúo de fecha 27 veintisiete de junio del año 2018 dos mil dieciocho,  resulta ilegal su exigencia de cobro, dado que en párrafos que anteceden se declaró la nulidad total de ese avalúo, al no haber quedado acreditado que se siguieron las formalidades establecidas en los artículos 176 y 177 de la mencionada Ley de Hacienda ; por tanto,  no se causó con ello la hipótesis normativa prevista en el artículo 178 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, toda vez que, la exigencia del cobro de ese derecho es producto de un acto viciado de ilegal, como lo es, el avalúo declarado nulo, por tanto sigue la suerte de este. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Atentos a lo anterior, 
con fundamento en el artículo 300, fracciones V y VI del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato,  se reconoce al actor el derecho a la devolución de las cantidades que erogó  mediante recibo oficial de pago  AA8912287, de $1,846.60 (Mil ochocientos cuarenta y seis pesos 60/100 Moneda Nacional), por concepto de recargos de predial del primer a cuarto bimestre del año 2019 dos mil diecinueve, y $73,169.62 (Setenta y tres mil ciento sesenta y nueve pesos 62/100 Moneda Nacional), por concepto de Honorarios del quinto bimestre del año 2018 dos mil dieciocho y/o derechos práctica de avalúo, por tanto, se condena a la Dirección de Impuestos Inmobiliarios a que realice las gestiones necesarias ante la Dirección General de Ingresos de la Tesorería Municipal o dependencia competente, para que se le haga a la actora la devolución de dichas cantidades y, en su caso, realice las diligencias indispensables para cumplir con este fallo. Lo anterior deberá realizarse dentro de los 15 quince días hábiles, contados a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que declare ejecutoriado este fallo, debiendo informar a este Órgano de Control de Legalidad, el cumplimiento dado y exhibir las constancias relativas al mismo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Estudio innecesario de los demás argumentos expresados.

SEXTO.- Que la argumentación analizada en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad de los actos impugnados, por lo que resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda, toda vez que de resultar procedente alguno de estos, en nada variaría el sentido de esta sentencia. Al respecto resulta ilustrativa la tesis sustentada por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32, bajo el rubro siguiente: . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261, fracción VI, 262, fracción II, 287, 298, 299, 300 fracción II y 302 fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
PRIMERO.- Este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver este proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Resultó FUNDADA la causal de improcedencia hecha valer por la Directora de Catastro; por lo que se decreta el  SOBRESEIMIENTO del proceso  únicamente respecto a esa autoridad, acorde a lo señalado en el cuarto considerando de este fallo. . . . . . 

TERCERO.- Se declara la NULIDAD TOTAL del avalúo de fecha del avalúo de fecha 27 veintisiete de junio del año 2018 dos mil dieciocho, que fijó el valor fiscal por la cantidad de  $117,848,560.18 (Ciento diecisiete mil millones ochocientos cuarenta y ocho mil quinientos sesenta pesos 18/100 Moneda Nacional), respecto al inmueble ubicado en Boulevard Adolfo López Mateos 3423 tres mil cuatrocientos veintitrés, Fraccionamiento Industrial Julián de Obregón de esta ciudad, cuenta predial 02E001244002; así como de sus actos consecuentes, como lo es el oficio TML/DGI/18794/19, de fecha 25 veinticinco de septiembre del año 2019 dos mil diecinueve, emitido por la Directora de Impuestos Inmobiliarios y que contiene la determinación del crédito fiscal por concepto de impuesto predial, por la cantidad total de $124,041.20 (Ciento veinticuatro mil cuarenta y un peso 20/100 Moneda Nacional); por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el quinto considerando de este fallo. . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Se reconoce a la parte actora el derecho amparado en el artículo 168, párrafo tercero, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, para que la Directora de Impuestos Inmobiliarios demandada determine y liquide el impuesto predial por los periodos ya sean bimestrales o anuales que se deban pagar, aplicando como base del impuesto predial el  valor fiscales anterior registrado al impugnado en este proceso, y en caso de resultar diferencia a favor del justiciable, realice la gestiones necesarias ante la Dirección General de Ingresos de la Tesorería Municipal o dependencia competente, para que se haga su devolución y, en su caso, realice las diligencias indispensables para cumplir con este fallo.  Lo que deberá realizarse dentro de los 15 quince días hábiles, contados a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que declare ejecutoriado este fallo, debiendo informar a este Órgano de Control de Legalidad, el cumplimiento dado y exhibir las constancias relativas al mismo, acorde a lo vertido en la última parte del quinto considerando de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
QUINTO.- Se condena a la Directora de Impuestos Inmobiliarios demandada a que realice las gestiones necesarias ante la Dirección General de Ingresos de la Tesorería Municipal o la Dependencia competente, para que a la actora se le haga la devolución de las cantidades de $1,846.60 (mil ochocientos cuarenta y seis pesos 60/100 Moneda Nacional), y $73,169.62 (setenta y tres mil ciento sesenta y nueve pesos 62/100 Moneda Nacional), y, en su caso, realice las diligencias indispensables para cumplir con este fallo; devolución que deberá realizarse dentro de los 15 quince días hábiles, contados a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que declare ejecutoriado este fallo; por las razones expresas en el última parte del  quinto considerando de este fallo. . . . . . . . . . . . . . . .
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese de baja. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Con lo anterior y siendo las 11:28 once horas con veintiocho  minutos del día de su inicio, se da por terminada la presente audiencia. Así lo resolvió y firma, en 5 cinco  tantos,  el MAESTRO JOSÉ JORGE PÉREZ COLUNGA, Juez Titular del Juzgado Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada OFELIA GÓMEZ HERNÁNDEZ, que da fe. . . . . . 
